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TRIBUNAL
CONSTITUCIONAL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL REGISTRO Num.: 567/91

SALA PRIMERA
ASUNTO: Recurso de amparo
Excmos. Sres.: promovido por don German
Saenz de Santamaria.

D. Francisco Tomds y Valiente

D. Fernando Garcia-Mon y SOBRE : Contra Sentencia de
Gonzalez-Regueral 30 de enero de 1991 de la

D. Carlos de la Vega Benayas Sala Segunda del Tribunalg

D. Jesus Leguina Villa Supremo. ]

D. Luis Lépez Guerra ‘

D. Vicente Gimeno Sendra

]
La Sala, en la pieza separada de suspensién, ha ad@r—
dado dictar el siguiente : f

AUTO /

I. ANTECEDENTES

1. Por escrito que tiene entrada en este Tribunpl el
13 de Marzo de 1991, presentado en el Juzgado de Guardia el
dia 9, la Procuradora de los Tribunales dofia Ester Rodriguez
Pérez interpone, en nombre y representacién de don German
Sainz de Santamaria, recurso de amparo contra Sentencia de 30
de enero de 1991 de la Sala Segunda del Tribunal Supremo.

2. La demanda de amparo se basa, en sintesis, en los

siguientes hechos:
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a) En fecha 1 de mayo de 1985, la menor Montserrat Ex~-
pésito Conde denuncié un posible delito de violacidn cometido
en el afio 1984, a consecuencia de lo cual en el Juzgado de
Ins truccién de Loja se siguié el sumario 18/85 contra don
Andrés Ruiz Expésito. Por Sentencia dictada el 12 de febrero
de 1986, la Audiencia Provincial condendé al denunciado como
autor de un delito continuado de estupro del art. 434, parra-
fo 1@ del Cédigo Penal, a las penas de cinco afios de prisidn

menor, accesorias y costas.

b) En virtud de testimonio de particulares deducidof e

por la posible comisién de un delito de aborto en el ;‘
1984. Por Sentencia dictada el 15 de abril de 1988, la $ec-
cién Tercera de la Audiencia Provincial de Malaga conde
los encausados como autores del delito de aborto previst
los arts. 411-2°, 415 y 417 del Cédigo Penal. En concrgto,
el hoy demandante de amparo fue condenado a las penas
afios, 2 meses y 1 dia de prisién menor, multa de 10

ptas., e inhabilitacién especial durante 6 afios y 1 dia. |

/
I

c) Contra la anterior Sentencia interpuso el con&enado
German Sainz de Santamaria recurso de casacién por infraccién
de Ley ante la Sala Segunda del Tribunal Supremo (recurso
nim. 2.222/88), alegando, como motivos de casacién, la viola-
cién del principio de presuncién de inocencia del art. 24.2
de la CE (motivo primero) y la indebida aplicacién de los
arts. 411-2, 415 y 417 del cédigo Penal, asi como la
inaplicacién del art. 417 bis del mismo Cédigo (motivo segun-
do). Por Sentencia dictada el 30 de enero de 1991, el Tribu-
nal Supremo declardé no haber lugar al recurso de casaciédn.

3. En la demanda de amparo se alega, en primer térmi-

no, que las Sentencias impugnadas vulneran el derecho a la
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retroactividad de las leyes favorables reconocido en el art.
9.3, en relacién con los arts. 17.1 y 25.1, todos ellos de la
o CE. Se denuncia, en concreto, que la Sentencia de instancia
dictada por la Audiencia de Malaga no tiene presente la apa-
ricién de una norma penal mids favorable (L.O. 9/85, de 5 de
julio) con posterioridad a los hechos enjuiciados, y que la
Sentencia del Tribunal Supremo, que si conoce el conflicto de
leyes, lo resuelve mediante una interpretacidén que olvida los
criterios rectores de caracter constitucional de los nueyos
preceptos penales. Al respecto, el recurrente razona, fen
sintesis, de una parte, que el art. 417 bis 1, 2* no exjge
que el embarazo sea consecuencia de una violacidén en su sen-—

tido material, sino en su sentido formal, bastando conj| la

Sentencia del Tribunal Supremo tampoco se ha mostrado re

presentacién de denuncia por tal delito, vy, de otra, qu:kla
e—

tuosa con la interpretacién constitucional del supuestdfde

aborto por indicacién ética (violacién), al limitarse a dis-
tinguir los aspectos técnico-juridico-penales y desconocey el

fundamento de la constitucionalidad de la indicaciédn.

En segundo término, en la demanda se aduce dque| al
igual que la ausencia de los requisitos exigidos por el |art.
417 bis.l1 del cédigo Penal para la no punicién del aporto
-exigencia de dictamenes médicos y que el aborto se rlalice
en centro autorizado- mantiene intactas las causas de justi-
ficacién que el legislador ha ponderado, pues en modo alguno
el conflicto de derechos que genera el estado de necesidad
(conflicto nasciturus-dignidad, libertad y libre desarrollo
de la mujer) puede quedar sujeta al cumplimiento de tramites
ajenos al conflicto,'el incumplimiento de otros requisitos

como el que la denuncia sea en el presente caso posterior al

~§ aborto, tampoco puede ser bastante para la punibilidad de la
2 mujer cuando al momento de la produccién del aborto eran
§ irrelevantes, maxime teniendo en cuenta que la adecuacién de
2 la actuacién a la norma del art. 417 bis del Cdédigo era en-

tonces imposible. Por ello, si a la mujer embarazada le era
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apreciable en el presente caso el estado de necesidad, la ac-
cién de salvamento 1llevada a cabo por el médico para
T dirimirlo le convierte en un auxiliador de un tercero con la

finalidad de evitar un mal.

Por Ultimo, en la demanda se afirma que la
retroactividad del art. 417 bis del Cdédigo Penal ew
predicable en el presente caso, mads que por su posible apll—
cacién, por la derogacidén, por inconstitucionalidad sobrever
nida, de los arts. 411, 413, 415, 416 y 417 del Cdédigo Pe-
nal. Al respecto se razona que, con la promulgacidén de ;a
Constitucidén, los articulos antes citados, penalizadores dél
aborto consentido , en cuanto otorgaban prevalencia a la prb-
teccién de la vida del nasciturus de manera absoluta e 1ncdn-
dicional y no protegian los derechos de la mujer embarazéda
en algunos supuestos, devinieron inconstitucionales, or
inconstitucionalidad sobrevenida, hasta la promulgacidén de| la
10 971985, de 5 de julio, que con la introduccidén del 3grt.
415 bis en el cédigo reconoce determinados derechos de lamu-
jer de caréacter fundamental, hasta entonces olvidados, y|dque

resultan prevalentes en algunos supuestos.

En atencién a lo expuesto, el recurrente interesa de
este Tribunal lo siguiente: 1) Que declare la nulidad dé las
Sentencias impugnadas; 2) Que de conformidad con lo dispues-
to en el art. 10 de 1la ILOTC, el Pleno declare la
inconstitucionalidad sobrevenida de los arts. 411, 413, 415,
416 y 417 del cédigo Penal "durante el periodo comprendido
entre la promulgacién de la Constitucién y la aprobacién de
la LO 9/1985, de 5 de julio". Por "otrosi" solicita, al am-
paro del art. 56 de la LOTC, que se acuerde la suspensién de
la ejecucién de las Sentencias impugnadas. Dicha peticién fue
reiterada por el recurrente en fecha 3 de abril de 1991, y
por el Presidente de la Asociacién Libre de Abogados, Sr.
Rico Ferndndez, en escrito remitido el 5 de abril.

"papel de Oficio— UNE A-4
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4, Admitido el recurso a trdmite y formada la presente
pieza de suspensién, la Seccién Segunda de la Sala Primera de
este Tribunal, por providencia de 11 de abril de 1991, acuer-
da conceder un plazo de tres dias al Ministerio Fiscal y al
solicitante del amparo para que, dentro de dicho término,
formulen las alegaciones que estimen pertinente sobre la sus-
pensién solicitada. | ;

|

5. En su escrito de alegaciones, presentado el 13 d
abril de 1991, el Ministerio Fiscal manifiesta que en el su
puesto de autos se recurren dos Sentencias penales en las qu
fue condenado el demandante por un delito de aborto a la penz

de cuatro afos y un dia de prisién menor, multa de 100.00b
ptas., y a la inhabilitacién especial por 6 afios y un dia.
Por ello, la imposicién de la pena privativa de libertad, -

mitido a tramite el presente recurso de amparo, llevaria en

o

principio a la suspensién de las resoluciones recurridas
fin de no causar irreparable perjuicio al amparo solicitadp.
Sin embargo, resulta notorio que el actor ha sido indultado
de las penas privativas de libertad y de derechos por dedi-
sién del Consejo de Ministros (B.O.E. num. 87, de 11 |de
abril), lo que deja, a juicio del Fiscal, sin contenido/ la
suspensién solicitada respecto de las penas principales| ya
resefiadas. Y, aunque queda subsistente la pena de multa de
100.000 ptas., la suspensién respecto de ella no procedekpor
no afectar de manera esencial ni irreparable al objeto del
amparo, como con reiteracién viene decidiendo este Tribunal

Constitucional.

Por lo expuesto, el Ministerio Fiscal entiende que no

procede otorgar la suspensién solicitada.

6. la representacién del recurrente, en escrito pre-
sentado el 17 de abril de 1991, reitera la peticidén de sus-

pensién en su dia efectuada, alegando que, si bien el recu-
rrente ha sido indultado por R.D. 485/91, de 5 de abril (BOE
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de 11 de abril), el indulto ha sido solo parcial y subsiste
la pena de multa de cien mil pesetas con el correspondiente
arresto subsidiario en caso de impago. Ademas, la regla ge-
neral establecida en el art. 56 de la LOTC es la de suspen-
sién de las resoluciones recurridas, salvo en los casos, no
concurrentes en el presente supuesto, de perturbacién del oré

den publico o derechos de terceros.

II. FUNDAMENTOS JURIDICOS

1. El1 articulo 56.1 de la LOTC establece que la Salé
que conozca de un recurso de amparo suspenderd, de oficio o é

instancia de parte, la ejecucidén del acto de los poderes pﬁ?

blicos por razén del cual se reclame el amparo constitucio
nal, cuando la ejecucién del mismo hubiere de ocasionar
perjuicio que haria perder al amparo su finalidad. No obsg-
tante, podrd denegar la suspensién cuando de ésta pueda se-
guirse perturbacién grave de los intereses generales o de los

derechos fundamentales o libertades piblicas de un tercero.

2. En el caso que nos ocupa, las resoluciones judici%—
les cuya suspensién se solicita son la Sentencia de 15 de
abril de 1988 de la Seccién Tercera de la Audiencia Provin-
cial de Malaga, que condené al demandante de amparo a las pe-
nas de cuatro afos, dos meses y un dia de prisién menor, mul-
ta de 100.000 ptas., e inhabilitacién especial durante seis
afios y un dia, y la Sentencia de 30 de enero de 1991 de la
Sala Segunda del Tribunal Supremo, que declardé no haber lugar
al recurso de casacidén interpuesto contra la anterior. Ahora
bien, con posterioridad a la interposicién del presente re-
curso de amparo el recurrente ha sido indultado respecto de
la pena privativa de libertad pendiente de cumplimiento y de

la inhabilitacidén especial, quedando subsistente la multa de
100.000 ptas. (Real Decreto 485/91, de 5 de abril; BOE num.
87, de 11 de abril). Es claro, por tanto, que la suspension
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o no de la ejecucidén de la condena ha de referirse sélo a la

pena de multa subsistente.

3. En estas circunstancias es evidente que la no sus-
pensién de la condena impuesta y parcialmente indultada, y de
los efectos que de ella se derivan en el momento de resolver-
se este incidente, no causan, en principio, perjuicios irre-
parables al recurrente, ya gque éste podria obtener, en su
caso, la devolucién de la multa satisfecha. Por ello, y como
es pauta que sigue reiteradamente este Tribunal para supues-
tos similares al que nos ocupa, debe prevalecer el interés
general en el cumplimiento de las resoluciones judiciales que
la ejecucidén comporta, interés general al que también se re-

fiere como criterio ponderativo el art. 56.1 de la LOTC.

Por lo expuesto, la Sala acuerda no haber lugar a la
suspensién de la ejecucién de las Sentencias recurridas res-
pecto de la pena de multa impuesta, tnica subsistente en la
actualidad.

Madrid, a veinte de mayo de mil novecientos noventa y

sp—

~— . e - P
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